




“ MEYER, Nélida Beatriz y

                         otro c/ COLEGIO 24 de OC-


TUBRE S.A.E. y/o INSTI-


TUTO JOSE MANUEL ESTRADA


S/ DAÑOS Y PERJUICIOS ¨                                        

                         Causa: 53611   R.S.:  281

/// la ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires, a los   DIECISIETE      días del mes de octubre  de dos mil seis, reunidos en la Sala I del Tribunal, los señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Morón, doctores Liliana Graciela Ludueña, José Eduardo Russo y Juan Manuel Castellanos, para pronunciar sentencia en los autos caratulados: " MEYER, Nélida Beatriz y otro c/ COLEGIO 24 de OCTUBRE S.A.E. y/o INSTITUTO JOSE MANUEL ESTRADA s/ DAÑOS Y PERJUICIOS ", y habiéndose practicado el sorteo pertinente ( arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial ), resultó que debía observarse el siguiente orden de votación : Dres. RUSSO – CASTELLANOS - LUDUEÑA, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

1ra.: ¿ Es justa la sentencia apelada de fs. 505/510?

2da.: ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?

V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION: el  señor juez doctor RUSSO, dijo: 


I.- Apelan de la sentencia de autos los actores, quienes lo hacen por derecho propio y en representación de su hijo menor L. I. S. a fs. 514 y la parte demandada a fs. 515, obrando la expresión de agravios de los accionantes a fs. 538/548, contestando la accionada a fs. 555/563 el traslado conferido a fs. 552.- Por no haber expresado agravios se declaró desierto el recurso de apelación interpuesto por la demandada a fs. 515 y que fuera libremente concedido a fs. 516 vta. ( ver resolución de fs. 551 ).- El señor Asesor de Menores e Incapaces emitió su dictamen a fs. 565/567.-


El fallo desestima la excepción de prescripción opuesta por la accionada contra el progreso de la pretensión actora, rechazando asimismo la demanda de daños y perjuicios que - en el ámbito contractual -  entablaran Nélida Beatriz Meyer y Jorge María Eduardo Sesto, por derecho propio y en su calidad de progenitores del menor L. I. S. y M.,  contra el Colegio Veinticuatro de Octubre S.A.E., imponiendo las costas de la citada excepción a la excepcionante y las del juicio a los accionantes vencidos, procediendo a regular los honorarios de los profesionales y perito intervinientes en el pleito.-


II.- Los actores se agravian esencialmente por el rechazo de la demanda entablada, solicitando la revocación del pronunciamiento y, consecuentemente, el acogimiento de aquélla - en los términos expuestos en el libelo inicial -, con expresa imposición de costas a la demandada.- Destacan esencialmente la equivocación del A quo al no analizar la conducta desplegada en el caso por la accionada, que se tradujo en la lisa y llana expulsión del menor, al desvincularse de éste durante el ciclo lectivo y ocultando su ilegítimo proceder al omitir maliciosamente comunicar su decisión de manera fehaciente.- Señalan que se ha omitido el análisis pormenorizado de la prueba producida de la que surge el incumplimiento de la escuela de los deberes a su cargo.- El colegio desoyó las recomendaciones de los especialistas en cuanto a la conveniencia de que el alumno permaneciera en el colegio, conteniéndolo y ayudándolo dentro de su ámbito, al menos hasta terminar el ciclo lectivo y no apartándolo a mitad de año de su proyecto educativo, sobre todo teniendo en cuenta que el niño era conocido por la Institución, ya que había cursado Jardín de Infantes y Preescolar como alumno regular, lo que de no estar contemplado en el Proyecto Institucional del mismo hubiera aconsejado su no matriculación.- Tal situación provocó un grave daño en la salud mental del niño y en su estabilidad emocional, provocando un gran deterioro en su autoestima, sentimientos de desvalorización  que lo llevaron a creerse que era incapaz de hacer las cosas que hacían sus pares.- Por ello, la indemnización por daño moral deberá ser necesariamente receptada, por su motivación – lesión a los sentimientos – y por haber sido acreditado el menoscabo con las probanzas de autos.- Requieren – en definitiva – la revocación del pronunciamiento apelado y la admisión de la demanda en todos sus términos, con costas.-


III.- Por una cuestión metodológica corresponde inicialmente analizar si corresponde atribuir responsabilidad en el evento de autos.-


El señor Juez de primer grado entendió que la parte actora debió demostrar la existencia de la expulsión del menor de autos del establecimiento educativo y, en su caso, que esta última provocó los perjuicios cuya reparación se pretende.- Por lo tanto, al no justificar la demandante la existencia de la mentada expulsión y no acreditar los progenitores que las autoridades correspondientes actuaran con arbitrariedad, a la luz de la normativa aplicable al caso, no comprobándose violación por parte de éstas del aspecto administrativo educacional, no existe perjuicio que de lugar a indemnización y, consecuentemente, corresponde el rechazo de la acción entablada, con costas a los accionantes.-


Los apelantes señalan que el señor Juez de grado no analiza la conducta antijurídica desplegada en el caso por la accionada, que se tradujo en la lisa y llana expulsión del menor, desentendiéndose de los informes que aconsejaban que éste continuara su escolaridad en la escuela común con una integración parcial “A”, es decir, que continuara concurriendo al Colegio 24 de Octubre al que asistía desde el Jardín de Infantes, contando con su grupo de pertenencia.- Entienden que la actitud de aquélla resulta altamente reprochable, desde que su conducta estuvo dirigida a desvincularse del menor, omitiendo comunicar su decisión de manera fehaciente.- Destacan que su desvinculación a mitad de año importó la violación por parte de la Institución de las normas administrativas de enseñanza, cuando de no estar contemplado el caso en el Proyecto Institucional de la misma hubiera aconsejado su no matriculación.- Plantean que tal situación provocó un grave daño en la salud mental del niño y en su estabilidad emocional, provocando un gran deterioro en su autoestima, sentimientos de desvalorización  que lo llevaron a creerse que era incapaz de hacer las cosas que hacían sus pares.- Por ello, entienden que la indemnización por daño moral deberá ser necesariamente receptada, por su motivación – lesión a los sentimientos – y por haber sido acreditado el menoscabo con las probanzas de autos.- Requieren – en definitiva – la revocación del pronunciamiento apelado y la admisión de la demanda en todos sus términos, con costas.- 


La  doctrina define al factor de  atribución  de responsabilidad como la razón suficiente por la  cual se  justifica que el daño que ha sufrido una  persona se traslade económicamente a otro.- Al respecto  debo puntualizar que adhiero a la postura doctrinaria  que considera que la responsabilidad civil no es sólo una manera de sancionar al culpable sino que debe apuntar a  mucho  más que ello, que es la traslación  de  las consecuencias  dañosas a una persona diferente de  la que  sufre  el  daño, cuando  exista  una  razón  que justifique  el aludido desplazamiento.- Entiendo  que el  objetivo no es tanto castigar al dañador -  según la  postura subjetivista fundada en la culpa, hoy  en crisis  (  conf.  Alterini,  Atilio  A.  "  Contornos actuales  de la responsabilidad civil ", Ed.  Abeledo Perrot  1987,  pág. 29 ) - , sino  la  responsabilidad entendida como reparación, así como lo concibe el nuevo derecho de daños (  conf.  Kemelmajer de Carlucci, Aída  y  Parellada, Carlos,  " Los factores subjetivos de atribución   en Responsabilidad  Civil ", Ed. Hammurabi  1993,  págs. 141 y 188; Mosset Iturraspe, Jorge "  Responsabilidad Civil ", Ed. Hammurabi 1993, capítulo 1, pág. 39 ).-


Como bien señala el Sentenciante, la accionada al proceder a la matriculación del menor de autos para cursar el primer grado en la Institución, formalizó un contrato que debió cumplir conforme lo prescripto por el artículo 1198 del Código Civil; sin embargo, al enviar a la familia Sesto la nota de fecha 8 de septiembre de 1995 ( ver fs. 29 ), recomendando a éstos el cambio de escuela de su hijo a la menor brevedad posible, efectuaron una manifestación expresa de voluntad.- Dicha manifestación de voluntad del colegio accionado, a través de la notificación enviada a sus padres, debe ser valorada a la luz de las circunstancias de persona, tiempo y lugar ( conf. arts. 512 y 902 del Código Civil y artículo 1º de la ley 11.612 – conf. disposic. 946 de la Dirección de Educación de Gestión Privada, dependiente de la Dirección General de Cultura y Escuelas - ).- En consecuencia, debe ser interpretada como dirigida a desvincularse inmediatamente del menor de la institución, lo que debe conceptuarse como una violación al estatuto administrativo educacional equiparable – en sus efectos – a una verdadera expulsión.-


En efecto, en el caso deberemos recurrir a la causa del contrato de educación – noción de causa fin de la convención, según se vislumbra de la nota al artículo 926 del Código Civil y, por aplicación analógica, al artículo 218 del Código de Comercio, que regula la materia de interpretación de los contratos -, a la luz de las prestaciones debidas a menores ( conf. art. 902 del Código citado ).-


Nuestra Constitución Nacional reformada en 1994, al incorporar los tratados ratificados de los derechos humanos que enumera el artículo 75 inciso 22, brinda la tutela a la persona sin posibilidad ahora del desconocimiento jurisprudencial de los valores, derechos y principios que estos tratados establecen ( Constitucionalización de los derechos personalísimos y – en especial – los derechos del niño; ver Cifuentes Santos ¨ Derechos personalísimos ¨, Ed. Astrea, 2ª. Edición 1995, pág. 227 ).- Así, tanto de la Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre, Declaración Universal de los Derechos Humanos y Convención Americana sobre Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica –, como de nuestra Constitución Nacional – art. 14 – y Provincial – arts. 11 y 35 – surge el derecho de enseñar y aprender en condiciones de igualdad y protegido de cualquier discriminación – conf. ley 23.592 - y, con respecto a la educación del niño, la Convención sobre dichos derechos - aprobada por ley 23849/90 - reconoce una consideración primordial hacia su interés superior por parte de los tribunales ( conf. art. 3 ), facilitando su participación activa en la comunidad ( ídem. art. 23 ) y, respecto a su educación, se tenderá al desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades, debiendo ajustarse la educación impartida en los establecimientos educativos a las normas mínimas que prescriba el Estado ( art. 29 inc. a) y párrafo 2 ); así lo entendió nuestro más Alto Tribunal provincial al determinar ¨ ... debe constituirse dicho interés superior – a que alude el artículo 3 de la Convención – en pauta de decisión ante un conflicto de intereses y en criterio para la intervención institucional destinada a proteger al niño ... ¨ ( conf. S.C.B.A., Ac. 84418 del 19/6/02, voto del doctor Hitters, ídem Ac. 84418 del 28/7/04, voto del doctor De Lazzari, entre otros precedentes ).-


La ley de Educación de la Provincia de Buenos Aires – Ley 11.612 -, que fija los objetivos de la política educativa bonaerense - en su parte pertinente -, propende a favorecer la integración de las personas con necesidades especiales mediante el pleno desarrollo de sus capacidades, favoreciendo el estímulo, promoción y apoyo a las innovaciones educativas y a los regímenes alternativos de educación.- Esta es - sin duda alguna - la causa del contrato de educación, a la luz de las prestaciones debidas a menores, según los preceptos analizados precedentemente.-


He expresado inicialmente que tal causa contractual, al reflejo del comportamiento minoril, no ha sido observada por la demandada.- En efecto, a pesar de existir coincidencia en cuanto a que el menor L. S. presentaba problemas de aprendizaje, en función de una disminución de las funciones básicas del mismo, no alcanzando éste el rendimiento escolar esperado ( ver informe del Instituto I.D.E.A. – fs. 30 -, declaración de los testigos Verónica M. Romaña – fs. 428/432 - y Zulma Cimarosti – fs. 433/437 - ), al igual que respecto al modo de revertir tal situación: continuación de su escolarización en un primer grado de escuela común con el apoyo especial desde una integración parcial A, en el mismo colegio en que cursara tal año ( ver informes del Instituto I.D.E.A. – fs. 30 - y de la psicóloga Palacios – fs. 33 -, declaraciones de la psicopedagoga Gabriela Valentina Andrés – fs. 149/151 -, de la psicóloga Palacios – fs. 156/157 - ), dicho temperamento no fue compartido desde su fase inicial por la Institución demandada, indicando siempre que esa formación especial debía ser buscada en otra institución, ya que la accionada no la podía dar, indicándoles – en principio - a los padres que buscaran otro colegio especial  para su hijo, para culminar con la nota en que se recomienda el cambio de escuela a la mayor brevedad posible.- Indudablemente tal comunicación de la accionada tiene el valor de un emplazamiento ex – auctoritas que obligó a los padres del menor a buscar en esa época del año – septiembre de 1995 – en forma urgente otro establecimiento educativo para su hijo y, luego de reunir la documentación necesaria, solicitar el pase a otro colegio ( ver documento de fs. 29, conclusiones del informe de fs. 31, informe de fs. 33, declaración de los testigos Andrés – fs. 149/51 -, Palacios – fs.156/57 - ).-


Dicho comportamiento, a más de ser violatorio de una disposición de la Dirección de Educación de Gestión Privada, Dirección General de Cultura y Escuelas – Disposición Nº 946, art. 1º - que impide que los alumnos matriculados en los establecimientos educativos de Gestión Privada comprendidos en el régimen de la ley 11.612 puedan ser separados de los mismos durante el ciclo lectivo que se encuentren cursando, excepto motivo de grave inconducta y/o violación de las pautas contractuales convenidas con sus responsables – que no es el caso de autos -, debe ser entendido – como refiriera al inicio - como una violación al estatuto administrativo educacional equiparable – en sus efectos – a una verdadera expulsión, lo que ha provocado en el menor un daño de entidad comprobable ( ver informe de I.D.E.A. de fs. 31, declaración de la psicóloga Ramos – fs. 166/67 - ).-


Por lo demás, recurriendo a las bases mismas del contrato educativo, la institución demandada tuvo la posibilidad de prever – prever ex – ante – y no acordar principio de ejecución a aquél.- En efecto, a pesar que el menor S. concurrió al colegio desde Jardín de Infantes, Sala de cuatro años y preescolar, no efectuó evaluación alguna del menor ante su solicitud de inscripción al primer grado, siendo que los objetivos curriculares del preescolar son los aprendizajes requeridos para un niño de primer grado ( ver declaración de la representante de la demandada Gladys Casaburi – fs. 361 -, declaración de la docente y Secretaria de la Institución demandada Beatriz Motta – fs. 438/442 - ), lo que motivó que – a raíz de la situación planteada – la Dirección Provincial de Educación y Gestión Privada formulara a las autoridades de la accionada un llamado a la reflexión, al considerar incongruente matricular a un menor con problemas de aprendizaje cuando no esta contemplado en el Proyecto Institucional integrar alumnos con necesidades especiales – ver informe de fs. 482 -.-


Por las consideraciones precedentemente expuestas, considero que – si mi voto es compartido – corresponde admitir la queja intentada, proponiendo la revocación del pronunciamiento recurrido.-


Corresponde a esta altura examinar la postulación de los daños reclamados en el escrito de inicio, siguiendo el orden esbozado en la demanda ( ver fs. 27 vta., punto VI ).-


DAÑO PSICOLÓGICO: Se reclama por tal concepto para el menor el importe de $ 15.000.-


Esta Sala ha entendido que el daño psíquico se configura cuando se produce una alteración profunda y permanente de la personalidad, en otras palabras, una perturbación permanente del equilibrio emocional de la víctima, resultando imprescindible que aparezca con entidad suficiente para ser considerado como un rubro independiente, es decir, que dicha descompensación sea realmente significativa al punto de impedir y/o dificultar la integración del individuo en el medio social ( conf. arg. arts. 1068 y 1083 del Código Civil; esta Sala, mis votos, causas 25141 R.S. 4/91 y 46518 R.S. 324/03, entre otros ).-


En el caso, si bien el accionar de la demandada – considerar como única opción el cambio de escuela - generó en el menor un deterioro de la autoestima y desarraigo con una baja tolerancia a la frustración ( ver informes de fs. 31 y 33, declaración de la testigo Andrés – fs. 149/51 – y Ramos – fs. 166/67 - ), no se ha acreditado que aquél haya provocado consecuencias permanentes ( ver informe pericial psicológico de fs. 398/402 y explicaciones rendidas a fs. 415/419 ).- Por ello, dado que nuestro Superior Tribunal provincial ha expresado que debe probarse la existencia de cualquier daño ( conf. S.C.B.A., Ac. 44760; esta Sala causas 30501 R.S. 70/95, 35629 R.S. 179/96, entre otros ), ante la ausencia de éste no corresponde acceder a tal resarcimiento ( conf. art. 375 del Código Procesal ).-


DAÑO MORAL: Se reclama por tal ítem para el menor la suma de $ 25.000.-


Mientras que refiriéndose a la responsabilidad extracontractual la ley dice que la reparación ¨comprende ¨ la indemnización por daño moral ( art. 1078 del Código Civil, en materia contractual el artículo 522 del código citado establece que el Juez ¨ podrá ¨ condenar al responsable a la reparación del agravio moral que hubiere causado.- Ello ha llevado a la doctrina y jurisprudencia a sostener que allí donde dice que el Juez ¨ podrá ¨ deberá entenderse que dice deberá, pero siempre que se demuestre la existencia del daño moral y la justicia en repararlo ( conf. Borda, Tratado ... Obligaciones I – 175, Mosset Iturraspe, Estudios sobre responsabilidad civil por daños I – 223, Trigo Represas – Stiglitz, nota en L.L. 1985 – B –139 ).- 


Ahora bien, la afección consiste en una lesión a afecciones legítimas, a derechos extrapatrimoniales que pese a no menoscabar el patrimonio suponen la privación o mengua de bienes que tienen un valor preponderante en la vida de los hombres, como la paz, la tranquilidad de espíritu, la integridad física, la libertad o el honor.- Ello indudablemente debe trascender las meras desilusiones o incertidumbres que toda inejecución contractual provoca y que aquél resulte evidente al criterio del Juez, en el sentido de gozar de suficiente gravedad como para hacer justa la reparación.-


En el caso, debo expresar – adelantándome a manifestarlo – que encuentro reunidos tales requisitos como para acordarlo.- En efecto, el menor a más de su retraso madurativo, presentaba - luego de su alejamiento del Colegio 24 de Octubre - una baja estima de su persona con baja tolerancia a la frustración y se sentía como un tonto bajo la mirada de los adultos, que en ese momento eran la autoridad que trataba con él.- Ese sentirse como un tonto con respecto a su grupo de pares – cuando estaba cursando su primer grado - atentaba contra sus funciones psíquicas en general – memoria e inteligencia -, teniendo temores de acceder a cosas nuevas por miedo a quedar marcado como diferente, lo que generaba un rechazo explícito a acceder al aprendizaje, por venir muy menoscabado de la actitud de los adultos hacia él en todo el tiempo que tuvo de escolaridad en el colegio accionado ( ver declaración de la testigo Ramos – fs. 166/167 - ).-


Por las circunstancias apuntadas, teniendo en cuenta la índole del hecho generador de la responsabilidad y las circunstancias del caso, que permitieron formar mi convicción sobre su existencia y entidad, considero adecuado otorgar al menor L. I. S. por este rubro la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-), a la fecha del pronunciamiento de primera instancia ( conf. arts. 522 del Código Civil y 165, 375 y concordantes del Código Procesal ).-


Los accionantes – padres del menor – reclaman inicialmente los GASTOS DE TERAPIA PSICOLÓGICA, solicitando por dicho ítem la cantidad de $ 3.000.-


A pesar que el informe pericial psicológico – ver fs. 398/402 y explicaciones rendidas a fs. 415/419 – no recomienda tratamiento alguno, decisión adoptada sobre la base de la inexistencia de daño psíquico, resulta imprescindible resaltar que la evaluación recién tuvo lugar cuando el menor contaba con 13 años de edad y estaba cursando el séptimo año E.G.B., bajo un régimen especial y con una maestra integradora.- En consecuencia, es necesario remontarse a la edad y circunstancias que rodeaban al menor cuando cursaba su primer año E.G.B. y se tuvo que alejar de la entidad demandada.-


El alejamiento de la institución, ante la desestimación de la propuesta de integración efectuada,  le provocó  a aquél un deterioro de la autoestima y desarraigo, lo que – como antes refiriera – atentaba contra sus funciones psíquicas en general – memoria e inteligencia – con un rechazo explícito de querer acceder al aprendizaje por venir, lo que requirió efectivizar un tratamiento psicológico individual dos veces por semana y dos veces al mes con los padres del menor ( ver informes de fs. 31 y 33, declaraciones de los testigos Andrés – fs. 149/51 – y Ramos – fs. 166/67 ).-


Por ello, teniendo en cuenta la edad del menor – 6 años -, las secuelas generadoras de la necesidad de la terapia emprendida, el tipo y cantidad de sesiones que originó tal tratamiento, vinculadas causalmente con el incumplimiento contractual que dio origen a la promoción de la acción, considero adecuado conceder por tal ítem la suma de pesos tres mil ($ 3.000.-), a la fecha del pronunciamiento de primera instancia ( conf. arts. 522 del Código Civil y 165 del Código Procesal ).-


Por último, reclaman la suma de $ 3.000 en concepto de TERAPIA PSICOPEDAGÓGICA y de $ 2.000 por GASTOS DE VIÁTICOS.- 


En el caso no se ha justificado que la terapia psicopedagógica indicada guarde un nexo causal con el hecho dañoso ( conf. arts. 1068, 1083 y conc. del Código Civil ), ni se han acreditado los perjuicios que habrían irrogado la inscripción en otro establecimiento educativo ni las interconsultas con distintos profesionales cuyos emolumentos se reclaman, por lo que corresponde desestimar las indemnizaciones reclamadas por tales conceptos ( conf. arts. 1068 del Código Civil, 375 y 384 del Código Procesal ).-


En definitiva, propongo que – si mi voto es compartido – la demanda impetrada prospere por la suma total de $ 13.000, correspondiendo el importe de $ 10.000 al menor de autos y el de $ 3.000 a sus progenitores, sin intereses, por no haber sido reclamados en la demanda incoada ( conf. arg. art. 163 inciso 6º del Código Procesal; esta sala, causa 23.165 R.S. 228/89, entre otras ) y las costas de primera instancia al igual que las de Alzada ( conf. arts. 274 y 68, párr. 1ero., del Código Procesal ).- 

IV.- Por todo lo expuesto y, de compartirse  tal criterio, considero que debe revocarse la sentencia admitiéndose la demanda de daños y perjuicios incoada; en su consecuencia, condeno a la demandada Colegio Veinticuatro de Octubre S.A.E. a pagar a los actores, doña Nélida Beatriz Meyer y don Jorge María Eduardo Sesto, dentro del término de diez días de encontrarse consentida o firme la liquidación que se practique, la suma de pesos trece mil ($ 13.000.-), correspondiendo de tal importe la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-) al menor L. I. S. y M. y la de pesos tres mil ($ 3.000.-) a sus progenitores, sin intereses, por no haber sido reclamados en la demanda incoada y las costas de primera instancia, dejándose sin efecto la regulación de honorarios practicada ( conf. arts. 274 y 68, párr. 1ero., del Código Procesal ).- Costas de la Alzada a la demandada fundamentalmente vencida en el proceso de apelación ( art. 68, párr. 1ero., del Código Procesal ).-


          Voto, en consecuencia, por la NEGATIVA.-




A la misma cuestión los señores Jueces doctores Castellanos y Ludueña, por iguales fundamentos, votaron también por la NEGATIVA.-    

A LA SEGUNDA CUESTION, el señor Juez doctor RUSSO, dijo:


          Conforme  se  ha  votado  la  cuestión anterior, corresponde revocar la apelada sentencia de fs. 505/510 admitiéndose la demanda de daños y perjuicios impetrada, en su consecuencia, condeno a la demandada Colegio Veinticuatro de Octubre S.A.E. a pagar a los actores, doña Nélida Beatriz Meyer y don Jorge María Eduardo Sesto, dentro del término de diez días de encontrarse consentida o firme la liquidación que se practique, la suma de pesos trece mil ($ 13.000.-), correspondiendo de tal importe la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-) al menor L. I. S. y M. y la de pesos tres mil ($ 3.000.-) a sus progenitores, sin intereses, por no haber sido reclamados en la demanda incoada y las costas de primera instancia, dejándose sin efecto la regulación de honorarios oportunamente practicada ( conf. arts. 274 y 68, párr. 1ero., del Código Procesal ).- Costas de la Alzada a la demandada fundamentalmente vencida en el proceso de apelación ( art. 68, párr. 1ero., del Código Procesal ), difiriendo la regulación de los honorarios para su oportunidad.-




ASI LO VOTO.-




Los señores Jueces doctores Castellanos y Ludueña, por los mismos fundamentos, votaron en análogo sentido.-




Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:




S E N T E N C I A



Morón,   17  de octubre de 2006.-

          AUTOS Y VISTOS: De conformidad al resultado que arroja la votación que instruye el Acuerdo que antecede, por unanimidad se revoca la apelada sentencia de fs. 505/510 admitiéndose la demanda de daños y perjuicios impetrada, en su consecuencia, se condena a la demandada Colegio Veinticuatro de Octubre S.A.E. a pagar a los actores, doña Nélida Beatriz Meyer y don Jorge María Eduardo Sesto, dentro del término de diez días de encontrarse consentida o firme la liquidación que se practique, la suma de pesos trece mil ($ 13.000.-), correspondiendo de tal importe la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-) al menor L. I. S. y M. y la de pesos tres mil ($ 3.000.-) a sus progenitores, sin intereses, por no haber sido reclamados en la demanda incoada y las costas de primera instancia, dejándose sin efecto la regulación de honorarios oportunamente practicada ( conf. arts. 274 y 68, párr. 1ero., del Código Procesal ).- Costas de la Alzada a la demandada fundamentalmente vencida en el proceso de apelación ( art. 68, párr. 1ero., del Código Procesal ), difiriéndose la regulación de los honorarios para su oportunidad.- 

Fdo.: Dr. José Eduardo Russo, Dr. Juan Manuel Castellanos, Dra. Liliana Graciela Ludueña. Ante mí: Dr. Esteban Santiago Lirussi.-

